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INFORME No. 161/11
PETICIÓN 733-99
ADMISIBILIDAD

JUAN DE LOS SANTOS GIMÉNEZ MARECOS

PARAGUAY

2 de noviembre de 2011
I.
RESUMEN

1. El 30 de julio de 1999 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió la petición del señor Juan de los Santos Giménez (en adelante “el peticionario”). En ella se alega que el peticionario fue víctima por parte del Estado paraguayo  (en adelante el “Estado” o el “Estado paraguayo” o “Paraguay”) de la violación a los derechos a la integridad física, a las garantías judiciales y a la protección judicial contenidos, respectivamente, en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”) en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, así como de la violación a los artículos 1, 6, 7, 8 y 9 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2. En la petición se indica que el señor Juan de los Santos Giménez Marecos, siendo agente de la policía nacional fue golpeado el 16 de junio de 1995 por su superior mientras se encontraba en una práctica de tiros. Afirma que los golpes le fueron propinados en el sitio donde dos años antes había sido intervenido quirúrgicamente,  de lo que tenía conocimiento su superior. Aunado a los golpes, refiere haber sido obligado a realizar duros ejercicios físicos como castigo, lo cual le perjudicó de tal manera que tuvo que ser hospitalizado y someterse a una segunda operación.
3. Se alega que los hechos fueron denunciados a las autoridades policiales, iniciándose un sumario administrativo que habría sido parcializado y que habría concluido con el sobreseimiento del oficial superior acusado. Asimismo, habría presentado una denuncia penal en junio de 1997, la cual habría sido “traspapelada” y años después, en junio de 2002 se habría decretado el sobreseimiento definitivo del proceso por prescripción de la acción penal, sin que tal decisión le hubiera sido notificada. Agrega que los hechos que denunció como tortura, habrían sido catalogados como lesiones graves bajo el argumento de no encontrarse en el Código Penal vigente al momento de los hechos. 
4. El Estado argumenta que los procesos iniciados con motivo de las denuncias del peticionario se siguieron conforme a las reglas procedimentales de rigor y en respeto a los estándares del debido proceso. Asimismo, alega que el peticionario no agotó los recursos de la jurisdicción interna pues habría podido interponer un recurso de apelación en contra de la sentencia de sobreseimiento definitivo de la investigación penal, así como recursos de inconstitucionalidad y una acción civil por daños  y perjuicios. Afirma que la pretensión del peticionario es que la Comisión actúe como tribunal de alzada, por lo que solicita se declare la inadmisibilidad de la presente petición.   
5. De acuerdo a lo previsto en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, así como en los artículos 30 y 36 de su Reglamento, y luego de analizar las posiciones de las partes, la Comisión decidió declarar admisible la petición. Por lo tanto, la CIDH determina notificar su decisión a las partes y continuar con el análisis de fondo relativo a las presuntas violaciones a los artículos 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial), con relación al 1.1 (obligación de garantizar los derechos) y 2 (deber de adoptar medidas de derecho interno) de la Convención Americana, así como 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II. 
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

6. El 30 de julio de 1999 la Comisión recibió la petición del señor Juan de los Santos Giménez Marecos. Mediante comunicaciones del 11 de enero de 2001 y 26 de marzo de 2007, la CIDH solicitó información adicional al peticionario, quien la hizo llegar en carta del 6 de septiembre de 2007. 
7. A través de nota del 3 de diciembre de 2007, la Comisión dio trámite a la petición y solicitó al Estado presentar sus observaciones sobre la admisibilidad del caso dentro del plazo de dos meses. El 20 de febrero de 2008, el Estado presentó su respuesta a la petición, la cual, con fecha 4 de marzo de 2008 se transmitió al peticionario.
8. El peticionario remitió observaciones adicionales el 9 de abril, 7 de julio de 2008, 4 de marzo de 2009, 23 de septiembre de 2009, 2 de marzo de 2010. Las partes pertinentes de dichas observaciones fueron debidamente transmitidas al Estado.
9. El Estado, por su parte, presentó información adicional el 22 de mayo y 12 de junio, 24 de octubre de 2008, 16 de abril de 2009, 13 de agosto, 29 de diciembre de 2009, 12 de enero de 2010. Las partes pertinentes de dichas observaciones fueron debidamente transmitidas al peticionario.
10. Cabe señalar que en notas del 15 de abril de 2009 y 23 de diciembre de 2009, el Estado manifestó su voluntad de buscar una posible solución amistosa del asunto. De dichas comunicaciones se dio traslado al peticionario, quien manifestó su acuerdo en abrir un diálogo con el Estado. No obstante, en comunicaciones posteriores el Estado insistió en la inadmisibilidad de la petición, por lo que el proceso de diálogo no se abrió. 
III. 
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios

11. El señor Giménez relata que el viernes 16 de junio de 1995, mientras era agente de policía nacional, fue convocado a realizar prácticas de tiro en una Unidad Nacional ubicada en la ciudad de Paraguarí. Según el peticionario, luego de haber disparado dos tiros, le falló el arma. Al escuchar que el ayudante del instructor se refería a su persona, se dio vuelta para contestarle. En ese mismo momento el Oficial Primero Chaparro le dijo 'venga acá bandido' y le propinó una golpiza con la cachiporra en la cabeza y en la espalda acusándolo de haber desobedecido su orden de no mirar hacia atrás una vez ubicado sobre la línea de fuego. Además, castigó al peticionario y a todos los demás agentes a duros ejercicios físicos, los cuales tuvo que completar por más de una hora y media, a pesar de sus objeciones basadas en el dolor producido por la golpiza. Aclara el peticionario que él advirtió al Oficial Primero que le estaba dando los golpes en el lugar donde le habían practicado una intervención quirúrgica en 1993 y por la que contaba con un certificado de incapacidad.
12. El peticionario habría pasado el fin de semana en cama y el lunes 19 de junio de 1995 asistió al Policlínico Policial, donde fue internado durante 18 días. Agrega que en los cuatro años transcurridos entre los hechos y la presentación de la denuncia ante la CIDH, fue internado 7 veces, con relación a la misma herida.
13. El peticionario alega que, fruto de los golpes recibidos en 1995, fue sometido a una segunda operación de columna en octubre de 1996, la cual no habría dado buenos resultados. Durante dicha internación el peticionario afirma que el oficial Chaparro ingresó a su habitación con cinco hombres armados de la Policía Nacional, lo amenazó y le dijo estar inventando su enfermedad.
14. En la petición, el señor Giménez señala que debería operarse nuevamente ya que habría empeorado luego de la segunda intervención, sin embargo, “no se animaba a someterse a una nueva intervención dado que un médico que trabaja en el Policlínico Policial le señaló que habría personas interesadas en aplicarle una sobre dosis, corriendo peligro su vida”. El peticionario señaló en su petición que sufría de intensos dolores, que no puede estar sentado por mucho tiempo y que no se animaba a arriesgar su vida en el Policlínico Policial, única institución que le cubre los gastos de salud. Afirmó asimismo que habría dejado de asistir a dicho centro asistencial y que no puede costear tratamientos particulares. Respecto de esto, en sus últimas comunicaciones, el peticionario refirió que su estado de salud continúa siendo delicado y que los diagnósticos médicos concluyen en que tiene cambios degenerativos en los discos.
15. El peticionario indica que denunció los hechos ante la justicia policial, iniciándose un sumario administrativo al oficial Chaparro por falta a los deberes policiales. Alega que el proceso fue parcializado pues únicamente se escuchó a los testigos presentados por el oficial acusado y no los ofrecidos por él. Señala también que en el dictamen del juez sumariante al Director Interino de la Justicia Policial, se asentó que el señor Giménez habría realizado los ejercicios cumpliendo con las disposiciones del oficial instructor y aguantando los dolores de manera voluntaria, siendo que “lo que correspondía era dejar de realizar los ejercicios con o sin anuencia del instructor…”. El peticionario señala que con base en ello, el 15 de octubre de 1997 se dictó resolución por la cual se dispuso el sobreseimiento del oficial Chaparro.
16. El peticionario indica que, con motivo de su denuncia y por considerársele desleal e indisciplinado, se le inició sumario en su contra y el 26 de noviembre de 1999 se le condenó, excluyéndolo de la planilla de sueldos a partir del 1 de enero de 2000. Indica que no cobró sueldo durante dos años y posteriormente consiguió que se le concediera un haber de retiro del 30% de su sueldo.
17. Por otra parte, señala que en junio de 1997 presentó una denuncia por abuso de autoridad, lesión corporal y maltrato ante el Departamento de Derechos Humanos de la Fiscalía General del Estado. Señala que después de mucho insistir para conocer el estado de la investigación, le informaron que la denuncia habría sido “traspapelada”, por lo que presentó otra denuncia el 22 de junio de 2000.  Agrega que el 28 de diciembre de 2001 el agente fiscal formuló imputación en contra del oficial Chaparro por lesión grave y en diciembre de 2001 el peticionario solicitó apertura a juicio oral por los hechos de lesión grave, lesión corporal en el ejercicio de las funciones públicas y tortura. 
18. El 28 de febrero de 2002 el Fiscal solicitó el sobreseimiento definitivo del imputado basado en que la tortura no estaba consagrada en el Código Penal vigente en la época de los hechos y que el delito de lesiones graves había prescrito un año antes de interpuesta la denuncia. Así lo decretó el 24 de junio de 2002 el Juzgado de Garantías que conocía del caso. El peticionario afirma que la resolución de sobreseimiento definitivo no le fue notificada.
19. Ante el alegato del Estado respecto a que debía interponer recurso de apelación ante el órgano superior, así como recursos de inconstitucionalidad, el peticionario señaló que en el sistema penal paraguayo ante delitos de acción pública, corresponde al Ministerio Público impulsar el proceso. Aclara que en su caso, la Fiscalía no sólo no presentó apelación, sino que dictaminó en primera instancia que se declarara la prescripción y, por tanto, el sobreseimiento del acusado, dejándolo así indefenso. Al respecto, alega que los hechos de tortura no pueden ni deben prescribir. Por otra parte, señala que la acción de inconstitucionalidad es una vía extraordinaria, que no es obligación agotar. Asimismo, refiere que cualquier acción de daños y perjuicios que hubiera intentado le habría sido rechazada por existir una sentencia de sobreseimiento en el fuero penal.
20. Con fundamento en lo anterior, el peticionario solicita a la Comisión que declare la violación en perjuicio del señor Juan de los Santos Giménez Marecos, por parte del Estado paraguayo, del derecho a la integridad personal, a las garantías judiciales y al de protección judicial, contenidos, respectivamente, en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado. Así como la violación a los artículos 1, 6, 7, 8 y 9 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
B.
Posición del Estado

21. El Estado alega que el peticionario y presunta víctima no agotó los recursos de la jurisdicción interna pues los recursos que se indican en la petición como agotados no son los recursos que el plexo normativo de la República de Paraguay prevé para el reclamo de justicia por parte del ciudadano. Agrega que el requisito establecido por la Convención y el Reglamento de la Comisión indica claramente que los recursos deben ser jurisdiccionales y las denuncias verbales interpuestas por el señor Juan de los Santos Giménez no encuadran en ellas.
22. Informó que la Dirección de Justicia Policial instruyó sumario administrativo en averiguación del supuesto hecho de tortura del que resultó víctima el señor Juan de los Santos Giménez el 16 de junio de 1995, en el cual, mediante resolución del 15 de octubre de 1997 se sobreseyó al acusado. Agrega que también se instruyó sumario administrativo a raíz de publicaciones periodísticas que hacían referencia sobre el caso y una presunta planificación de asesinato en el hospital, en contra de Juan de los Santos Giménez, alegada por éste. Al respecto, señala que mediante resolución del 22 de octubre de 1999, el Director de Justicia Policial resolvió también archivar el sumario.
23. Señala que los hechos de los que se duele el peticionario datan de junio de 1995 y no fue sino hasta el año 2000 que habría presentado la denuncia formal ante el Ministerio Público, pues mientras tanto, solo habría presentado denuncias orales. En ese sentido, el Estado alega que la denuncia formulada ante la Fiscalía General en fecha 22 de junio de 2000 fue analizada e investigada a la luz del anterior Código Penal, que no contemplaba el hecho punible de tortura, ya que los hechos datan del 16 de junio de 1995, por lo que el hecho podía calificarse solo como lesión grave y cuyo plazo de prescripción para la promoción de la acción penal era de cuatro años, por lo que operó la prescripción de la acción el 16 de junio de 1999. Aclara que, con base en los argumentos esgrimidos en el dictamen fiscal del 24 de mayo de 2002, la denuncia concluyó con el sobreseimiento definitivo del señor Chaparro por prescripción de la acción penal.
24. El Estado indica que al peticionario le faltaron por interponer recursos de apelación ante el órgano superior, acciones y recursos de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia. Afirma que, si el peticionario no contaba con los medios económicos para ejercer las acciones jurisdiccionales correspondientes, podía haber acudido a un defensor público. El Estado señala también que el peticionario no habría reclamado por las vías internas la reparación o resarcimiento por daños y perjuicios ante sede civil contra el funcionario público acusado. 
25. Concluye que el proceso penal se llevó a cabo conforme a las normas procedimentales de rigor y en respeto a los estándares de debido proceso, concluyendo en el sobreseimiento del supuesto responsable de los hechos, por lo que la Comisión no puede hacer de tribunal de alzada para conocer de las sentencias nacionales, como lo pretende el peticionario. Así, el Estado solicita a la Comisión que declare inadmisible la presente petición por falta de agotamiento de los recursos internos y puesto que los hechos manifestados por los peticionarios no caracterizarían violaciones a sus derechos humanos.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci

26. El peticionario se encuentra legitimado para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. En la petición se señala como presunta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado paraguayo ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Paraguay es un Estado parte de la Convención, habiendo depositado en debida forma su instrumento de ratificación el 24 de agosto de 1989. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
27. La Comisión posee competencia ratione loci para examinar la petición, ya que los presuntos derechos violados y protegidos por la Convención han ocurrido dentro del territorio de un Estado parte de la misma.  La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Asimismo, Paraguay ratificó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la tortura, el 12 de febrero de 1990. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por dichos instrumentos internacionales.
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
 
1.
Agotamiento de los recursos internos
28. El artículo 46 de la Convención Americana establece como requisito para que un caso pueda ser admitido que es necesario “que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la resuelvan antes de que sea conocida por una instancia internacional. 
29. El peticionario alegó que acudió a las autoridades policiales y judiciales a denunciar los hechos de que habría sido víctima. Al respecto, señala que tanto el sumario administrativo como la investigación penal que se siguieron a su superior fueron sobreseídos por las autoridades correspondientes, habiendo cumplido así con dicho requerimiento. 
30. El Estado paraguayo alegó que el peticionario no había cumplido con el requisito establecido por el artículo 46 de la Convención, puesto que no se habrían agotado los recursos internos. Indica que el peticionario habría podido interponer recurso de apelación en contra de la resolución de sobreseimiento definitivo, así como recursos de inconstitucionalidad y acción de daños y perjuicios en sede civil. El Estado aclara que la denuncia penal presentada por el peticionario fue sobreseída por prescripción, puesto que los hechos denunciados ocurrieron en 1995 y la denuncia habría sido interpuesta en el año 2000. 
31. De lo expuesto por el peticionario y de las documentales presentadas por éste, la Comisión advierte que fue internado por 18 días en un hospital dependiente de la Policía Nacional 4 días después de los presuntos hechos. En los siguientes meses fue internado de nuevo varias veces, informando siempre al personal del hospital de las presuntas lesiones sufridas a manos de su oficial superior. 
32. A raíz de la denuncia presentada ante el Comandante de la Policía Nacional en mayo de 1996, se inició sumario administrativo al oficial Chaparro y dicho proceso administrativo concluyó con el sobreseimiento del acusado el 15 de octubre de 1997.
33. Obra en el expediente copia del acta levantada por el Ministerio Público con motivo de la denuncia presentada por el señor Juan de los Santos Giménez Marecos el 11 de junio de 1997, en contra del oficial Chaparro, por abuso de autoridad, lesión corporal y maltratos.
34. Es así que la Comisión observa que funcionarios del Estado tuvieron conocimiento de los hechos y circunstancias denunciadas en la presente petición desde el 19 de junio de 1995 y ni el personal médico, ni el Comandante de la Policía Nacional ni el Juez Sumariante dieron parte al Ministerio Público de las denuncias por lesiones del señor Giménez Marecos.
35. Aunado a ello, la Comisión observa que no existe constancia alguna de investigaciones realizadas por el Ministerio Público posteriores a la presentación de la denuncia del peticionario en junio de 1997 y que no fue sino hasta junio de 2000 que, habiendo presentado una nueva denuncia, las autoridades dieron inicio a las investigaciones correspondientes. El Estado afirma que la denuncia fue presentada 5 años después de ocurridos los hechos, por lo que habría sido sobreseída definitivamente por prescripción. Por otra parte, el peticionario alega que dicha resolución no le fue debidamente notificada y, a ese respecto, el Estado no ha presentado documentación que indique lo contrario. 
36. Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto la Comisión concluye que se ha cumplido con el requisito de agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46 de la Convención Americana.
2.
Presentación en el plazo 

37. El artículo 46.1.b de la Convención, establece que toda petición debe ser presentada en un plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la sentencia definitiva a nivel nacional. 
38. En el presente caso, la Comisión observa que los recursos internos ordinarios quedaron agotados el 24 de junio de 2002, con la sentencia de sobreseimiento definitivo, con posterioridad a la presentación de la petición. En tal sentido, la Comisión concluye que la petición fue presentada oportunamente.
3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales 

39. El artículo 46.1.c establece que la admisión de una petición está supeditada al requisito de que el asunto "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y el artículo 47.d de la Convención estipula que la Comisión no admitirá una petición que sea "sustancialmente la reproducción de una petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional."  En el caso de autos, las partes no han alegado, ni surge de las actuaciones, ninguna de dichas circunstancias de inadmisibilidad. 
4. Caracterización de los hechos alegados

40. Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición, de comprobarse, podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47.b o si bien, conforme al artículo 47.c, la petición debe desecharse por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”. En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, sin prejuzgar sobre los méritos del asunto.
41. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable o podría establecerse su violación, si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. 
42. El peticionario afirma haber sido torturado por su superior jerárquico mientras se encontraba en un ejercicio de práctica de tiros y, alega, que los hechos denunciados ante las autoridades competentes no habrían sido investigados eficientemente. No corresponde a la Comisión en esta etapa del proceso determinar si el Estado incurrió en violaciones en perjuicio de la presunta víctima; sin embargo, considera que de comprobarse lo alegado por el peticionario en la etapa de fondo, los hechos podrían constituir violaciones a su derecho a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial, comprendidos respectivamente en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, con relación a los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. Los hechos, de probarse, podrían también constituir violaciones a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
V. CONCLUSIONES

43. La Comisión concluye que es competente para tomar conocimiento del caso de autos y que la petición es admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, respecto de los derechos contenidos en los artículos  5, 8 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en relación con las obligaciones derivadas de los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento internacional, así como de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
44. En virtud de los argumentos de hecho y derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la petición de autos en relación con los derechos consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones del artículo 1.1 y 2 del mismo tratado, así como en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura
2. Transmitir el presente informe a los peticionarios y al Estado.
3. Continuar con su análisis de los méritos del caso.

4. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
